


















 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, once (11) de agosto de dos mil veinte (2020) 
 

 

Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado No:    54-001-33-33-006-2017-00477-01 
Demandante:     Oswaldo Rafael Ávila Rincón 
Demandado:  U.A.E. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
 

En atención al informe secretarial que antecede, procede este Despacho a resolver 

el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte actora, en contra 

de la decisión proferida el día 19 de julio de 2019 por el Juzgado Sexto 

Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cúcuta, en la que se negó el decreto de 

unas pruebas documentales y una inspección judicial solicitada en la demanda del 

medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, conforme a lo 

siguiente:  

 

I. Antecedentes 

 

1.1.- El Auto apelado 
 
El Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cúcuta, mediante auto 
dictado en audiencia inicial celebrada el día 19 de julio de 2019, negó por 
improcedente el decreto de las siguientes pruebas: 
 

- Prueba documental: Oficiar a la Subdirección de normativas y doctrina de 
la DIAN para que resuelva unos interrogantes. 
 
La cual fue negada bajo el argumento de que tales inquietudes ya habían 
sido resueltos mediante la contestación de la demanda. 
 

- Prueba documental: Oficiar a las autoridades colombianas y venezolanas 
encargadas de automotores con el fin de que indiquen si el vehículo 
actualmente está bajo la propiedad de alguno de ellos: 
 
Esta fue negada por inconducente, ya que dicha situación no incumbe a las 
pretensiones de la demanda y no existe controversia entre las partes. 
 

- Prueba documental: Oficiar a la Autoridad de Tránsito en Cúcuta para que 
rinda un informe de las estadísticas sobre el tránsito y circulación de 
vehículos venezolanos en la ciudad. 
 
La decisión de la Jueza de instancia fue negarla al considerar que era 
innecesaria dado que la pretensión del caso bajo estudio es la aprehensión 
del vehículo de placas AK478PA de Venezuela y que por tanto, no es 
relevante la información pedida para resolver la controversia.  
 

- Prueba documental: Oficiar a la Dian para que señale cuál es procedimiento 
que se maneja para el tema de la circulación de vehículos venezolanos una 
vez fue cerrada la frontera. 
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El A quo decidió negarla argumentando que en la contestación de la 
demanda, la apoderada de la entidad resolvió dicho planteamiento y por 
tanto, sería innecesario requerirlo.  
 

- Prueba documental: Oficiar al Ministerio de Transporte y a la Alcaldía del 
Municipio de Cúcuta para que suministren información en relación con 
decomiso de vehículos de placas venezolanas, expedición de internaciones 
temporales, entre otras. 
 
Dicha prueba fue negada, al indicarse que la entidad encargada de regular 
la materia era la DIAN.  
 

- Inspección Judicial: Solicitó que se realizará inspección judicial al 
procedimiento de entrega del vehículo PF-2013-2013-03007, no obstante 
dicha prueba fue negada por cuanto dicho vehículo no se trata del mismo 
sobre el cual versa el presente asunto.  

 

1.2.- Fundamentos del recurso interpuesto: 

 
El apoderado de la parte demandante, durante el trámite de la audiencia inicial 
interpuso recurso de apelación en contra de la decisión tomada por la Juez en la 
que negó el decreto de las pruebas documentales y la inspección judicial, solicitadas 
en la demanda del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 
argumentando que las mismas son necesarias, so pena de vulnerarse los derechos 
al debido proceso y a la defensa.  
 
1.3.- Traslado del recurso: 
 
Durante el traslado del recurso la apoderada de la entidad demandada señaló que 
en un caso similar al presente el Tribunal Administrativo de Norte de Santander, 
confirmó la negativa del decreto de pruebas. 
 
1.4.- Concesión del recurso. 
 
Durante el trámite de la audiencia inicial celebrada el día 19 de julio de 2019, el A 
quo concedió en el efecto devolutivo el recurso de apelación interpuesto por el 
apoderado de la parte demandante, por ser procedente conforme a lo dispuesto en 
el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011. 
 

II. Consideraciones 

2.1.- Competencia 
 
El Despacho tiene competencia para decidir en segunda instancia el recurso de 
apelación interpuesto, con fundamento en lo reglado en el art. 125 de la Ley 1437 
de 2011. 
 
2.2. El asunto por resolver en esta Instancia: 
 
Debe el Despacho decidir si hay lugar a revocar la decisión tomada por el A quo en 
la audiencia inicial y contenida en el auto proferido el 19 de julio de 2019, en el que 
se negó el decreto de unas pruebas documentales y una inspección judicial, 
solicitadas en la demanda (fls. 14 y 15), para en su lugar ordenarse el decreto de 
las mismas. 
 
En el presente asunto, el A quo en audiencia inicial celebrada el día 19 de julio de 
2019, decidió negarlas al considerar que la mismas ya obraban en el plenario o eran 
innecesarias e inconducentes. 
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Inconforme con la decisión de instancia, el apoderado de la parte demandante 
interpuso recurso de apelación, en el cual manifestó que dichas pruebas eran 
necesarias y que de negarse se estarían vulnerando los derechos al debido proceso 
y a la defensa.  
 
2.3.- Decisión del presente asunto en segunda Instancia. 
 
El Despacho, luego de analizar la providencia apelada, los argumentos expuestos 
en el sustento del recurso de apelación y el ordenamiento jurídico pertinente, llega 
a la conclusión de que en el caso bajo examen habrá de confirmarse la decisión 
tomada por el A quo en el auto del 19 de julio de 2019, mediante el cual se negó el 
decreto de las pruebas solicitadas en la demanda, con fundamento en lo siguiente: 
 
Tal como se ha señalado por la jurisprudencia y la doctrina, la prueba judicial es un 
medio procesal que permite llevar al juez el convencimiento de los hechos que son 
materia u objeto del proceso y, por ende, le permite tomar una decisión fundada en 
las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. 
 
Como es sabido, conforme a la remisión hecha en el artículo 211 del CPACA, en 
los procesos que se siguen ante esta jurisdicción, se aplican las normas del Código 
General del Proceso, salvo en lo que esté expresamente regulado en el CPACA. 
 
Por lo tanto, el tema de los criterios aplicables para el decreto de pruebas, o la 
negativa del decreto de estas, se encuentran en el Código General del Proceso, 
esto es, la conducencia, pertinencia y necesidad o utilidad. 
 
Igualmente, en dicho código se señala en el artículo 168, que el juez rechazará, 
mediante providencia motivada, las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, 
las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles. 
 
Por lo tanto, para determinar si procede el decreto de las pruebas propuestas por 
las partes, el juez debe analizar si éstas cumplen los requisitos referidos, esto es, 
los requisitos de licitud, de pertinencia, de conducencia y utilidad. La licitud hace 
relación con que el medio probatorio haya sido fijado por el legislador; La 
pertinencia, por su parte, se fundamenta en que el hecho a demostrar tenga relación 
con el litigio. La conducencia consiste en que el medio probatorio propuesto sea 
adecuado para demostrar el hecho y la utilidad, a su turno, radica en que el hecho 
que se pretende demostrar con la prueba no esté suficientemente acreditado con 
otra, es decir, que resulta innecesario el decreto de otra prueba para probar un 
hecho ya acreditado en el expediente. 
 
En el presente asunto el A quo negó el decreto de pruebas documentales y una 
inspección judicial, por considerar respecto a las dos pruebas documentales 
encaminadas a que se oficie a la DIAN para pedir cierta información, que resultaban 
innecesarias, dado que dicha entidad ya las había aportado a través de la 
contestación de la demanda. 
 
La parte actora apeló esta decisión por considerar que tales pruebas son 
necesarias, so pena de vulnerarse los derechos al debido proceso y a la defensa. 
Empero, el apelante no explica y precisa por qué razón se le vulnera tales derechos, 
cuando el A quo las consideró innecesarias en razón a que ya obran en el 
expediente. 
 
Para la Sala es claro que la negativa del decreto de tales pruebas resulta ajustada 
al ordenamiento jurídico, ya que resulta inútil insistir en el recaudo de unas pruebas 
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documentales que ya obran en el expediente al haber sido aportadas por la entidad 
demandada con la contestación de la demanda 
 
Así mismo, en relación con las pruebas documentales pedidas por la actora 
relacionadas con oficiar al Ministerio de Transporte y a la Alcaldía de Cúcuta para 
que suministren información del decomiso de vehículos de placas venezolanas y la 
expedición de internaciones temporales, el A quo las negó por estimar que la 
entidad encargada de regular la materia era la DIAN.  
 
A este respecto debe este Despacho precisar que de la lectura de la contestación 
de la demanda se puede vislumbrar que la misma DIAN asegura que es ella la 
entidad encargada de regular la materia y por tanto, resulta improcedente decretar 
el recaudo de esa prueba al Ministerio de Transporte y a la Alcaldía de Cúcuta. 
 
De otra parte, la prueba de solicitar a las autoridades colombianas y venezolanas 
encargadas de automotores con el fin de que indiquen si el vehículo es requerido 
por alguna de ellas, fue negada por inconducente, ya que dicha situación no 
incumbe a las pretensiones de la demanda y no existe controversia entre las partes. 

 
El Despacho estima que la negativa de dicha prueba es por impertinente, ya que el 
hecho que se pretende probar no resulta relevante, pues la pretensión del presente 
proceso se circunscribe a declarar la nulidad del Acta de aprehensión No. 482 del 
1° de febrero de 2017 proferida por la DIAN y no determinar si dichas autoridades 
han requerido el vehículo en forma genérica y en qué fechas, y por qué razones. 
 
Ahora bien, la prueba documental mediante la cual se requiere que se oficie a la 
Autoridad de Tránsito de Cúcuta, para que rinda un informe de las estadísticas de 
tránsito y circulación de los vehículos venezolanos en la ciudad, fue negada por el 
A quo al considerar que era innecesaria dado que la pretensión del caso bajo estudio 
es la aprehensión del vehículo de placas AK478PA de Venezuela y que por tanto, 
no es relevante la información pedida para resolver la controversia.  
 
Para este Despacho dicha prueba también resulta impertinente e innecesaria, ya 
que se pretende probar un hecho general e irrelevante para el caso concreto, como 
lo es una estadística de tránsito y circulación de vehículos venezolanos, cuando es 
claro que en el presente asunto el objeto de controversia versa es sobre la 
aprehensión de un vehículo en particular por unas razones particulares expuestas 
por la entidad demandada en el acto objeto de demanda. 
 
Finalmente, el A quo negó el decreto de la inspección judicial al procedimiento de 
entrega del vehículo PF-2013-2013-03007, por considerar que dicho vehículo no se 
trata del mismo sobre el cual versa el presente asunto.  
 
Este Despacho se encuentra de acuerdo con lo señalado por la Jueza de instancia, 
empero, la razón de la negativa es por ser una prueba inconducente dado que la 
inspección sobre el procedimiento de entrega del referido nada tiene que ver con el 
automotor objeto de aprehensión por parte de la DIAN, la cual se controvierte en el 
presente proceso. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el vehículo sobre el que versa el presente 
asunto es de placas AK478PA de Venezuela y en la celebración de la audiencia se 
interrogó a la parte actora si se trataba del mismo, y ella respondió expresamente 
que no. 
 
Como corolario de lo expuesto, el Despacho confirmará la decisión contenida en el 
auto del 19 de julio de 2019 proferido por el Juzgado Sexto Administrativo Oral de 
Cúcuta en audiencia inicial, por lo que se, 
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RESUELVE: 

 
PRIMERO: Confirmar la decisión contenida en el auto de fecha diecinueve (19) 
de julio de dos mil diecinueve (2019), proferido por el Juzgado Sexto (6°) 
Administrativo Oral de Cúcuta, por las razones expuestas en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: Una vez en firme esta providencia, devuélvase el expediente al 
Juzgado de origen, previas las anotaciones secretariales a que haya lugar. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 

Magistrado 
 




















